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Las profesiones en el puzzle del
Estado del bienestar
La sostenibilidad del Estado del bienestar lleva siendo cuestionada desde que la crisis econó-
mica comenzara a finales del 2009. Una muerte anunciada por los medios de comunicación 
y un modelo económico puesto en jaque por los recortes requeridos desde las instituciones 
de la Unión Europea para paliar el déficit español y pagar la deuda externa, que los distin-
tos paquetes de medidas de contención del gasto público y la reforma laboral, aplicados 
por el Gobierno de Rodríguez Zapatero, no parecen haber satisfecho. Tras las elecciones 
generales, queda la incógnita sobre cuáles serán las medidas que vaya a adoptar el Gobier-
no de Mariano Rajoy. Mientras, diferentes actores profesionales, implicados en dos de los 
cuatro pilares del Estado del bienestar –sanidad y servicios sociales- exponen las tensiones 
a las que está sometido este modelo económico y subrayan la importancia del factor social.

«Se está perdiendo la dimensión europeísta; las polí-
ticas reformistas se están enfocando en lo local en vez de en-
tender Europa como un esfuerzo para crear un espacio público 
compartido». Lo expuso Felipe González, ex presidente de Es-
paña, en el Fórum Europa a finales del pasado octubre. En este 
foro también apelaría a la defensa de la educación y la sanidad, 
destacando a ambos pilares del Estado del bienestar «no solo 
como garantes de la cohesión social; ambos son mecanismos 
indispensables de producción de capital humano». Por las mis-
mas fechas, el sindicato UGT organizó en el Comité Económi-
co y Social (CES) una jornada titulada Los servicios públicos 
en los programas políticos y en las acciones de gobierno. En 
ella Margarita Ferre, secretaria de programas de Izquierda Uni-
da, afirmó que «la batalla de la siguiente legislatura» sería la 
de los servicios públicos y subrayó que «defender el sistema 
del Estado del bienestar es construir alianzas, no solo políti-
cas». Otros de los asistentes, como Carles Campuzano, candi-
dato al Congreso por CIU, y Rafael Rodríguez, candidato por 
el Partido Popular, se decantaron por políticas de austeridad y 
la privatización de servicios sociales –como la educación o la 
sanidad- para luchar contra la crisis económica. El entonces 
ministro de Trabajo y candidato por el PSOE, Valeriano Gó-
mez, hizo en su exposición una defensa del Estado como gestor 
al ser preguntado por la eficiencia del mismo en época de crisis. 
«No es verdad que lo público sea ineficiente», matizó; «existe 
un margen de maniobra para gestionar mejor lo que hoy ges-
tionamos». Para resolver el problema del déficit, Ferre sugirió 
«no centrarse solo en recortar, sino también en recaudar más». 
El sentir político pre-electoral sobre el rol del Estado del bien-
estar, previo a las elecciones generales, enmarca el debate. Co-
hesión social y control del déficit son los dos factores clave 
en esta redefinición, potenciada por las 
circunstancias. ¿El riesgo? La posibilidad 
de la reversibilidad en el sistema de pro-
tección social, que en España comprende 
la sanidad, la educación, el sistema de 
garantía de rentas y pensiones y los servi-

cios sociales. Prevista en el 2009 por los Trabajadores Sociales 
y plasmado en su manifiesto «Trabajo social ante la crisis», 
Ana Isabel Lima, presidenta del Consejo de Colegios de Diplo-
mados en Trabajo Social, no cree que se trate de una crisis «pu-
ramente económica»; más bien afirma que «hay un cambio de 
valores que se va a llevar por delante el Estado del bienestar en 
Europa». Lima cree que, en un ejercicio de democracia partici-
pativa, «debería preguntársele a la población antes de recortar» 
y que, si se han de llevar a cabo recortes, se haga priorizando 
y protegiendo el sistema de protección social. «Tenemos que 
apostar, o bien por una sociedad que vaya dejando en el cami-
no a los más vulnerables, o bien por una sociedad que apueste 
por la educación, la sanidad y los servicios sociales», sentencia 
Alberto Fernández de Sanmamed, presidente del Consejo Ge-
neral de Colegios de Educadores Sociales.

Percepción y Estado del bienestar
El sistema de Estado del bienestar que, a mediados del pasado 
siglo se instauró en Europa  y que en España se disfruta des-
de hace treinta años, ha demostrado su éxito en el continente, 
según el Nobel de Economía, Paul Krugman. Si hay un freno 
económico, más allá del déficit y la deuda, este está relacio-
nado con la falta de inversión —según los últimos datos de 
Eurostat, España tiene el gasto público social por habitante más 
bajo de la UE-15—, lo que explicaría el menor desarrollo de 
los servicios públicos del Estado del bienestar español. Otros 
dos premios Nobel de Economía, Joseph Stiglitz y Amartya 
Sen —responsables, junto al economista Jean Paul Fitoussi, del 
conocido Informe Stiglitz— han inspirado a la OCDE una re-
flexión sobre la problemática sucinta a los indicadores estadís-
ticos macroeconómicos. Desde la perspectiva de este organis-
mo es importante tener en cuenta estos indicadores, llamados 
«del bienestar» en el informe titulado How is life (Cómo es la 
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vida), cuyo marco distingue entre las condiciones materiales de 
vida y la calidad de la misma, por un lado, y las condiciones que 
son necesarias para que se sostengan en el futuro.
En España, el estudio más reciente sobre este tema lo ha ela-
borado la Agencia de Evaluación y Calidad (AEVAL) y fue 
publicado el pasado julio. Titulado La Administración Pública 
a juicio de los ciudadanos, en él se recoge que un 97% de la 
ciudadanía está en contra de recortar en sanidad, educación y 
política de pensiones, y que cerca de un 90% piensa lo mismo 
de los servicios sociales. Su presidenta, María Luisa Carcedo, 
definió entonces este estudio como «un instrumento para que 
la clase política sepa a qué elementos debe dar prioridad en sus 
agendas». También recordó que la educación, la sanidad y las 
pensiones son el «núcleo duro» del Estado de bienestar, enfa-
tizando en su preservación, «sobre todo en épocas de crisis».

A más crisis, más políticas sociales
Del sentir del día a día, de la situación de la calle, son muy 
conscientes educadores y trabajadores sociales. Estos profe-
sionales defienden a ultranza el sistema del bienestar, en parte, 
debido a que los servicios sociales han sido, por tradición, los 
más vulnerables de los cuatro pilares del Estado del bienestar. 
Como explica Ana Isabel Lima, la deseada universalidad de es-
tos servicios se ha visto frenada, en el corto plazo, tanto por la 
crisis como por la ausencia de una ley marco que homogenice 
en todo el territorio estos servicios, siendo los más conocidos 

los potenciados por la Ley de Dependencia. Sin ir más lejos, 
las asimetrías en la gestión entre comunidades autónomas ha 
quedado patente en el reciente Informe del Gobierno para la 
Evaluación de la Ley de Promoción de la Autonomía Personal 
y Atención a las Personas en Situación de Dependencia, publi-
cado el pasado 4 de noviembre por el Ministerio de Sanidad, 
Política Social e Igualdad. 
Ana Isabel Lima avisa a navegantes: «La estructura de los ser-
vicios sociales es muy vulnerable pues estos son financiados a 
través de convenios y subvenciones en muchos de los casos, 
con lo que es mucho más fácil desmantelarlos que sistemas 
más compactos». Estos servicios sociales han sido planteados, 
desde el principio, a través de colaboraciones público-privadas, 
subvenciones y programas temporales, lo que ha facilitado su 
«flexibilidad» a la hora de prescindir de ellos con la crisis como 
excusa. «Mi colectivo considera que se trata de una estrategia 
para desmantelar el sistema público de servicios sociales, que 
cuesta muy poco si lo comparamos con sanidad y educación» 
afirma tajante.
Alberto Fernández de Sanmamed, presidente del Consejo Ge-
neral de Colegios de Educadores Sociales, opina que el Estado 
del bienestar «es lo que verdaderamente define una sociedad 
avanzada». Es por esto que «no solo debe ser mantenido, sino 
que ha de ser potenciado». Como los trabajadores sociales, este 
colectivo no ve esta cuestión como un gasto, sino como una 
inversión de futuro. «En un momento de crisis, lo prioritario 

La Asamblea General de la OMC hizo público, a finales del 
pasado octubre, un manifiesto donde se recogía que «la regla 
del rescate» no es posible para hacer frente al reto de la sosteni-
bilidad del sistema sanitario y, a su vez, reafirmó la disponibili-
dad de los médicos a participar en los procesos de racionalidad, 
siempre que estén sujetos a evaluación rigurosa, ponderación 
y proporcionalidad. Los médicos, asegura la OMC, «nos sen-
timos corresponsables desde nuestras credenciales profesio-
nales a contribuir de forma proactiva y participada a mejorar 
las dimensiones de eficiencia y de calidad de nuestro sistema 
sanitario».

Para que eso sea posible, exigen un pacto político y social para 
revitalizar el Sistema Nacional de Salud (SNS) y garantizar su 
sostenibilidad, así como establecer un modelo de buen gobierno 

sanitario. La OMC también considera fundamental la creación 
de un sistema de información sanitaria interoperable con todos 
los sistemas autonómicos de salud, la redefinición del modelo 
retributivo, vinculando una parte del mismo a los resultados y 
calidad de la asistencia, y un cambio efectivo del modelo asis-
tencial y profesional. A cambio, y según este manifiesto, se 
compromete a ofrecer unos valores que la sociedad identifica. 
Entre ellos, garantizar la calidad asistencial y reforzar el papel 
de la ciudadanía sanitaria, a la que se le ofrece información, 
participación, transparencia, autonomía y representación.

Se suma a ello la vocación de servicio, la racionalización de 
las prestaciones con una utilización de recursos y servicios sa-
nitarios en términos de coste/efectividad, y la priorización de 
actuaciones sobre bases epidemiológicas y poblacionales.

Manifiesto de la Organización Médica Colegial: Compromiso y exigencias de la 
profesión ante la crisis económica, de valores y de gobierno en el SNS
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es atender a las personas, especialmente 
a las que están en un mayor riesgo de ex-
clusión social. Como sociedad realmente 
avanzada que pretendemos ser, tenemos 
que apostar al máximo por las profesio-
nes de lo social», afirma.  Lima, por su 
parte, apela a la hiperconsciencia: «La 
situación de crisis está afectando a mu-
chas familias que antes no hubieran ido 
a los servicios sociales pero que, por el 
sobreendeudamiento, se ven abocados a pedir ayuda». Tal y 
como  recordó recientemente Gary Bailey, presidente de la Fe-
deración Internacional de Trabajo Social (FITS) en un comuni-
cado, parece que se hace imprescindible volver al trabajo social 
comunitario, «aquel que entiende al profesional como agente de 
cambio», precisa Lima.
 
Pacto de Estado por la sanidad
La deuda que lastra a las comunidades autónomas es la principal 
amenaza del Sistema Nacional de Salud. Como recuerda Máxi-
mo González Jurado, presidente del Consejo General de Enfer-
mería, «lo que antaño era un servicio nacional que organizaba 
con pequeñas delegaciones provinciales se ha convertido en 17 
sanidades diferentes, todas ellas con enormes edificios, miles de 
personas, gestiones duplicadas». Esta falta de coordinación en-
tre autonomías, detectada también por la Organización Médica 
Colegial y el Consejo General de Colegios de Farmacéuticos, ha 
llevado a estas tres instituciones a coincidir en que, para evitar la 
insostenibilidad del Sistema Nacional de Salud (SNS), es necesa-
rio un análisis en profundidad de la génesis de su financiación y 
un pacto de Estado por la sanidad. «Para ello resulta imprescin-
dible que los políticos, los profesionales y los pacientes nos sen-
temos a diseñar una hoja de ruta determinando cuál es la sanidad 
que queremos; cuáles serían las prestaciones que pretendemos 
para un futuro a medio y largo plazo; cuál va ser su coste; y cómo 
vamos a pagarla», explica González Jurado. 

Carmen Peña, presidenta del Consejo General de Colegios 
de Farmacéuticos, requiere que, para garantizar el acceso 
de la población a los medicamentos, «los ingresos se co-
rres se correspondan con los gastos que, a su vez, dichos 
recursos tengan un carácter finalista». Dotar al SNS de los 
recursos que realmente necesita, «priorizando el pago de 
los servicios verdaderamente imprescindibles», es la peti-
ción clave de este colectivo que, actualmente, afronta una 
crisis sustancial provocada por los impagos, sobre todo en 
el marco rural. 
Tal y como instauró la Ley General de Sanidad, los princi-
pios de gratuidad, equidad, calidad, accesibilidad, cohesión 
y participación social se han de mantener en el colectivo 
profesional sanitario. «Garantizar que en este país todo el 
mundo tenga acceso a una vida digna, a unas prestaciones 
sociales y a una sanidad de calidad» es lo que empuja a 
Máximo González Jurado a sugerir una ampliación del pac-
to de Estado de la sanidad que contenga también al Estado 
del bienestar. «Eso sí, partiendo de un conocimiento sóli-
do y profundo de qué es lo que tenemos en este momento, 
cuáles son las razones por las que peligra su sostenibilidad, 
qué fallos tiene y como podrán subsanarse. A partir de ahí, 
y tal y como sugería en lo referente al sistema sanitario, el 
siguiente paso será determinar hacia dónde debemos ir las 
próximas décadas, cuánto va a costarnos y si vamos a poder 
pagarlo», sentencia.

Máximo González Jurado: «Resulta imprescindible que los 
políticos, los profesionales y los pacientes nos sentemos a 
diseñar una hoja de ruta determinando cuál es la sanidad 
que queremos; cuáles serían las prestaciones que preten-
demos para un futuro a medio y largo plazo; cuál va ser su 
coste; y cómo vamos a pagarla»

Trabajadores sociales promueven la Alianza para la Defensa 
del Sistema Público de Servicios Sociales

El objetivo de esta Alianza es elaborar un discurso conjunto, sobre el que se está trabajando y al 
que se incorporarán las aportaciones de cuya fusión derivan una serie ideas fuerza, líneas o vectores 
estratégicos para la consolidación del Sistema de Servicios Sociales.
1. 	 La complejidad y las dimensiones del sistema.
2. 	 La perspectiva internacional y europea como eje de referencia del 
	 planteamiento del sistema de servicios sociales.
3. 	 La necesidad de una visión estratégica de la reorientación
	 de los servicios sociales.
4. 	 La definición del sistema de Servicios Sociales.
5. 	 La articulación de una política de Estado en torno a los
	 Servicios Sociales frente a la profundización en la descentralización.
6. 	 Una Ley marco de Servicios Sociales.
7. 	 Repensar y reordenar la Atención Primaria.
8. 	 Situar a las personas en el centro del sistema: reconocimientos de los derechos
	 sociales subjetivos y la perspectiva de una ciudadanía social.
9. 	 La complementariedad y la corresponsabilidad como ejes de un sistema mixto de gestión. 
10. 	 La profesionalización y la innovación como exigencias para el afianzamiento del sistema.
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